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Contestación a una consulta tributaria escrita formulada al Consejo Asesor Fiscal

N.º de consulta: 6/2026
Fecha de firma: 28/07/2026
Normativa:
Artículo 19 quinquies del texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de tributos cedidos por el Estado, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2014, de 6 de junio (según la redacción de la Ley 4/2026, de 11 de junio, de medidas urgentes para acelerar proyectos estratégicos que contribuyan a la transformación económica de las Illes Balears y de otras medidas de simplificación y racionalización administrativa)

Hechos

1. Del escrito de la persona consultante, los hechos y objeto de la consulta son los
siguientes: 
 
Transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados. Vivienda de precio limitado 2025-2026. Exención en el impuesto de actos jurídicos documentados para la construcción de viviendas de protección oficial.

Habiendo obtenido exención sobre el impuesto de actos jurídicos documentados en la compra de un solar para la construcción de viviendas de protección oficial, y dado que la mayoría de los proyectos de vivienda protegida se amparan en el decreto que las regula como viviendas de precio limitado, queremos confirmar las noticias que tenemos de que es aplicable la misma exención para este tipo de viviendas.

2. Debe destacarse que no se adjunta documentación alguna ni de la compra del solar, ni de la licencia urbanística que ampara el proyecto, ni ninguna resolución administrativa que califique las viviendas, provisional o definitivamente, como de protección oficial o protegidas (sobre la importancia de este requisito, ver la reciente Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo n.º 905/2026, de 14 de julio de 2026; recurso n.º 1636/2024).

Sin perjuicio de lo anterior, del enunciado se desprende que se consulta si es aplicable a las operaciones de promoción de viviendas de precio limitado (VPL) (compra del solar, construcción, financiación), en la modalidad de AJD, algún beneficio fiscal, tal y como se reconoce a las viviendas de protección oficial (VPO).

Consideraciones jurídicas

1. La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria (LGT), prevé diferentes actuaciones a través de las cuales se materializa el deber de información y asistencia a los obligados tributarios sobre sus derechos y obligaciones. En concreto, los artículos 88 y 89 de la LGT prevén el régimen y los efectos de las consultas tributarias escritas (que se despliegan en los artículos 65 a 68 del Reglamento general de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 julio).

2. La competencia para la contestación a las consultas tributarias escritas, en el ámbito de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, corresponde al consejero competente en materia de hacienda, en virtud de lo dispuesto en el artículo 88.5 de la LGT, en relación con el artículo 8 de la Ley 14/2014, de 29 de diciembre, de Finanzas de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

3. En lo que concierne al ámbito material de las consultas, las comunidades autónomas tienen competencia para la contestación de las consultas vinculantes previstas en el artículo 88 de la LGT en el ámbito de los tributos propios, y también en el ámbito de los tributos estatales cedidos, sobre los aspectos relativos a disposiciones dictadas por las mismas en el ejercicio de la competencia normativa de cada comunidad autónoma, de acuerdo con el artículo 55.2.a) de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las comunidades autónomas de régimen común y ciudades con estatuto de autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.

4. En el ITPAJD, tributo cedido por el Estado y regulado por el Real Decreto Legislativo 1/1993 de 24 de septiembre (TRLITPAJD), por el que se aprueba el texto Refundido de la Ley del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados, de acuerdo con el artículo 49 de la citada Ley 22/2009, la Comunidad Autónoma ha ejercido competencias normativas en materia de tipos de gravamen, deducciones y bonificaciones, así como en aspectos de gestión, regulados todos en el Decreto Legislativo 1/2014, de 6 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de las disposiciones legales de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de tributos cedidos por el Estado (TRIBTCE).

Y, por lo que atañe a la consulta planteada, la Ley 4/2026, de 11 de junio, de medidas urgentes para acelerar proyectos estratégicos que contribuyan a la transformación económica de las Illes Balears y de otras medidas de simplificación y racionalización administrativa, en su disposición adicional sexagésimo séptima, ha regulado una bonificación por la adquisición de vivienda de precio limitado, tanto en la modalidad de transmisiones patrimoniales onerosas (TPO), como en la modalidad de AJD, modificando el mencionado TRIBTCE, al que añade los artículos 14 septies (respecto de TPO) y 19 quinquies (respecto de AJD), que indican textualmente lo siguiente (la cursiva y la versalita son nuestras):

Artículo 14 septies
Bonificación autonómica en la adquisición de viviendas de precio limitado (VPL)

En las transmisiones onerosas de inmuebles que tengan la calificación de vivienda de precio limitado (VPL) a que se refiere el artículo 2 de la Ley 3/2024, de 3 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda, se aplicará una bonificación del 50 % de la cuota tributaria.

Artículo 19 quinquies
Bonificación autonómica en escrituras notariales que documenten la adquisición de viviendas de precio tasado y de precio limitado (VPL)

En las primeras copias de escrituras que documenten la transmisión de bienes inmuebles que tengan la calificación de vivienda de precio tasado a que se refiere el artículo 1.4 de la Ley 5/2008, de 14 de mayo, de actuaciones urgentes destinadas a la obtención de suelo para viviendas de protección pública, o de vivienda de precio limitado (VPL) a que refiere el artículo 2 de la Ley 3/2024, de 3 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda, se aplicará una bonificación del 50 % de la cuota tributaria.

Por tanto, de acuerdo con las reglas de interpretación del artículo 12 de la LGT, en relación con la prohibición de la analogía del artículo 14 de la misma Ley, se desprende que los requisitos para aplicar la bonificación en el ITPAJD, en la modalidad de AJD, son dos, a saber: que se produzca una transmisión de inmueble, primero; y que EL INMUEBLE TRANSMITIDO sea calificable como VIVIENDA de precio limitado, segundo; es decir, que esté terminada su construcción y se cumplan las condiciones de habitabilidad previstas en la normativa aplicable.

En consecuencia, en la modalidad de AJD, regulada en el artículo 31.2 del TRLITPAJD, la bonificación autonómica regulada en el artículo 19 quinquies del TRIBTCE, del 50 % de la cuota, solamente es aplicable a las transmisiones de vivienda que efectúe el empresario promotor una vez construidas, siendo sujeto pasivo la persona adquirente, de acuerdo con el artículo 29 del precitado TRLITPAJD. Y, a sensu contrario, no es aplicable la bonificación autonómica a las operaciones, también sujetas a la modalidad AJD, como son la adquisición del solar para construir VPL, la declaración de obra nueva y división horizontal, o la operación de financiación de la construcción.

Por otra parte, debe destacarse que la propia existencia de la bonificación autonómica sobre la cuota presupone que el legislador autonómico considera o presupone que se trata de una transmisión sujeta y no exenta de AJD. Y, en particular, que no es aplicable a las VPL el régimen de exención aplicable a las VPO o las viviendas protegidas que dimanen de la normativa propia de la Comunidad Autónoma, a que se refiere el artículo 45.I.B).12 del TRLITPAJD.

Y esta consideración, como decimos imputable al propio legislador autonómico, no es inconsciente ni baladí; pues a esta misma conclusión se llega si se analiza y contrasta dicho precepto del TRLITPAJD con la normativa autonómica reguladora de las viviendas protegidas, y de las viviendas de precio limitado, de acuerdo con lo que se indicará seguidamente.

5. El artículo 45 del TRLITPAJD indica textualmente lo siguiente (la cursiva y la versalita son nuestras):

Artículo 45

Los beneficios fiscales aplicables en cada caso a las tres modalidades de gravamen a que se refiere el artículo 1 de la presente Ley serán los siguientes:

I. […]

B) Estarán exentas:

[…]

12. a) La transmisión de terrenos y solares y la cesión del derecho de superficie para la construcción de edificios en régimen de viviendas de protección oficial. Los préstamos hipotecarios solicitados para la adquisición de aquellos, en cuanto al gravamen de actos jurídicos documentados.
b) Las escrituras públicas otorgadas para formalizar actos o contratos relacionados con la construcción de edificios en régimen de «viviendas de protección oficial», siempre que se hubiera solicitado dicho régimen a la Administración competente en dicha materia.
c) Las escrituras públicas otorgadas para formalizar la primera transmisión de viviendas de protección oficial, una vez obtenida la calificación definitiva.
d) La constitución de préstamos hipotecarios para la adquisición exclusiva de viviendas de protección oficial y sus anejos inseparables, con el límite máximo del precio de la citada vivienda, y siempre que este último no exceda de los precios máximos establecidos para las referidas viviendas de protección oficial.
e) La constitución de sociedades y la ampliación de capital, cuando tengan por exclusivo objeto la promoción o construcción de edificios en régimen de protección oficial.
Para el reconocimiento de las exenciones previstas en las letras a) y b) anteriores bastará que se consigne en el documento QUE EL CONTRATO SE OTORGA CON LA FINALIDAD DE CONSTRUIR VIVIENDAS DE PROTECCIÓN OFICIAL Y QUEDARÁ SIN EFECTO SI TRANSCURRIESEN TRES AÑOS A PARTIR DE DICHO RECONOCIMIENTO SIN QUE OBTENGA LA CALIFICACIÓN O DECLARACIÓN PROVISIONAL O CUATRO AÑOS SI SE TRATA DE TERRENOS. La exención se entenderá concedida CON CARÁCTER PROVISIONAL y condicionada al cumplimiento que en cada caso exijan las disposiciones vigentes para esta clase de viviendas. En el supuesto de las letras a) y b) de este apartado, el cómputo del plazo de prescripción previsto en el artículo 67 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, comenzará a contarse una vez transcurrido el plazo de tres o cuatro años de exención provisional.
Las exenciones previstas en este número se aplicarán también a aquéllas que, con PROTECCIÓN PÚBLICA, dimanen de la legislación propia de las Comunidades Autónomas, siempre que los parámetros de superficie máxima protegible, PRECIO DE LA VIVIENDA Y LÍMITE DE INGRESOS DE LOS ADQUIRENTES no excedan de los establecidos en la norma estatal para las viviendas de protección oficial.

De acuerdo con el precepto transcrito, para la determinación de los beneficios fiscales aplicables a las viviendas protegidas sometidas a la normativa propia de las Comunidades Autónomas, deberá tenerse en cuenta lo dispuesto en el último párrafo del mismo apartado 12 del artículo 45.I.B) del TRLITPAJD; es decir, que deberá analizarse si, en las referidas viviendas, los parámetros de superficie máxima protegible, precio de la vivienda y límite de ingresos de los adquirentes NO EXCEDEN DE LOS ESTABLECIDOS EN LA NORMA ESTATAL PARA LAS VIVIENDAS DE PROTECCIÓN OFICIAL.

6. Pues bien, la legislación de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears en materia de vivienda está constituida, en esencia, por la Ley 5/2018, de 19 de junio, de la vivienda de las Illes Balears (artículos 62 a 79, que regulan la vivienda protegida, y la disposición transitoria tercera), y por Ley 3/2024, de 3 de mayo, de medidas urgentes en materia de vivienda (artículos 2 y 3); asimismo, deben tenerse en cuenta, tanto el acuerdo del Consejo de Gobierno de 21 de noviembre de 2022 para establecer los ingresos máximos que permitan acceder a vivienda protegida (BOIB n.º 152, de 22 de noviembre de 2022), como el acuerdo del Consejo de Gobierno de 20 de febrero de 2026 (BOIB n.º 024, de 21 de febrero de 2026), sobre precios máximos de vivienda protegida y de precio limitado.

En primer lugar, la mencionada Ley 5/2018, dictada al amparo de la competencia exclusiva en materia de vivienda reconocida en el artículo 30 del Estatuto de Autonomía, en su exposición de motivos, apartado IX, apunta ya las principales características de la vivienda protegida autonómica, al indicar lo siguiente (la cursiva y la versalita son nuestras):

En el título VIII se aborda por primera vez en la comunidad autónoma de las Illes Balears, con rango de ley, el régimen jurídico de la vivienda protegida, con el fin de reforzar la acción pública para garantizar su función social. En este sentido, y con el fin de garantizar la existencia de un parque inmobiliario de protección pública suficiente, se establece un régimen de protección de carácter permanente, sin posibilidad de descalificación voluntaria.

A lo largo del capítulo I se regula el concepto de vivienda protegida, los tipos de promoción, su destino, los precios, el visado obligatorio, la publicidad y la obligatoriedad de inscripción en el Registro de la Propiedad de los contratos de compraventa, Y SU CALIFICACIÓN. La ley también prevé la creación del Registro público de viviendas protegidas como herramienta de gestión y control de este parque específico; paralelamente, EL REGISTRO PÚBLICO DE DEMANDANTES tiene como finalidad la gestión y el control de las adjudicaciones de estas viviendas.

En el capítulo II se establecen LAS POTESTADES QUE TIENE LA ADMINISTRACIÓN CON RESPECTO A LA VIVIENDA PROTEGIDA, concretamente la posibilidad de ejercer el DERECHO DE ADQUISICIÓN PREFERENTE, EL DESAHUCIO Y LA EXPROPIACIÓN FORZOSA, siempre que haya unas condiciones determinadas que garanticen la seguridad en estos procedimientos. 

Y el artículo 62 conceptúa la vivienda protegida en los siguientes términos (la cursiva y la versalita son nuestras):

1. Se consideran viviendas protegidas las que se encuentren en cualquiera de las siguientes situaciones mientras dure la vigencia de su calificación o declaración:

a) Las viviendas con calificación de protección oficial, tanto si son de promoción pública como privada, al amparo del Real Decreto-ley 31/1978, de 31 de octubre, sobre política de viviendas de protección oficial, Y LAS DECLARADAS EXPRESAMENTE PROTEGIDAS EN VIRTUD DE NORMATIVA ESPECÍFICA O NORMA DE DESARROLLO DE PLANES DE VIVIENDA de ámbito estatal o autonómico, sea cual sea la fecha de la declaración.
b) Las viviendas que cumplan con los requisitos o baremos de protección pública que se determinarán reglamentariamente para otros títulos habilitantes de uso de la vivienda que se quieran impulsar y priorizar, como la cesión de uso, el derecho de superficie u otros.

2. En todo caso, a fin de que una vivienda sea calificada como protegida tiene que cumplir, COMO MÍNIMO, los siguientes requisitos:

a) Tiene que destinarse a domicilio habitual y permanente, sin que pueda ser destinada a segunda residencia o a cualquier otro uso, salvo las excepciones que se puedan establecer reglamentariamente.
b) Tiene que estar sometida a un precio máximo de venta y renta en función de la superficie útil total de la vivienda y del resto de requisitos que se puedan establecer reglamentariamente.

3. También tienen la consideración de protegidos todos los elementos, como garajes, trasteros, locales y otros elementos asimilables, que a este efecto se incluyan o consten en la calificación definitiva de vivienda protegida correspondiente.

Por su parte, en el artículo 64 se regula la CALIFICACIÓN ADMINISTRATIVA de las viviendas protegidas (la cursiva y la versalita son nuestras):

1. Para que una vivienda pueda ser reconocida como vivienda protegida es necesario obtener la correspondiente CALIFICACIÓN de vivienda protegida. Los anexos no vinculados o los locales que no estén calificados no tienen la condición de protegidos y, por lo tanto, se consideran libres, a todos los efectos.
 
2. La calificación es la declaración administrativa por la que una vivienda, un anexo o un local puede tener acceso a los beneficios y asume las limitaciones propias del régimen de protección correspondiente. En el ámbito territorial de las Illes Balears podrá ser calificada como vivienda protegida cualquier vivienda que reciba algún tipo de beneficio de carácter público en su promoción o construcción, independientemente de la existencia de ayudas al promotor o al adquirente.

3. Las viviendas protegidas no pueden estar ocupadas ni usadas hasta que no hayan obtenido la calificación definitiva, salvo las excepciones que se puedan establecer reglamentariamente.

4. Los promotores de viviendas protegidas están obligados a entregar a los adquirentes una copia compulsada de la calificación definitiva en el acto de la firma del contrato o de la escritura. Asimismo, deben conservar la calificación definitiva a disposición de los adquirentes.

5. Con respecto a las viviendas protegidas, la calificación definitiva expedida por la consejería competente en materia de vivienda sustituye la cédula de habitabilidad en primera ocupación. 

Además, el artículo 64 bis regula el régimen de acceso a vivienda de protección oficial, en los siguientes términos (la cursiva y la versalita son nuestras):

a) Personas beneficiarias.
1. Pueden acceder a una vivienda de protección oficial las personas que, careciendo de una vivienda en propiedad, ACREDITEN LOS INGRESOS que se concreten mediante acuerdo del Consejo de Gobierno y cumplan los requisitos que reglamentariamente se establezcan para el acceso a este tipo de viviendas, debiendo estar INSCRITAS EN EL REGISTRO DE DEMANDANTES de viviendas protegidas.

Asimismo, en el artículo 70 se regula el Registro público de demandantes de viviendas protegidas (la cursiva es nuestra):

1. Para participar con garantía de igualdad, publicidad y concurrencia en los procedimientos de adjudicación de las viviendas protegidas, sus demandantes deben inscribirse en el Registro público de demandantes de viviendas protegidas de la comunidad autónoma de las Illes Balears, creado por la Orden del consejero de Vivienda y Obras Públicas, de 18 de octubre de 2010, por la que se regulan la organización y el funcionamiento de este registro, o normativa que la sustituya.

Finalmente, la disposición transitoria tercera de la Ley 5/2018 mencionada regula los precios máximos de venta y renta, y límites máximos de ingresos por vivienda protegida términos (la cursiva y la versalita son nuestras):

1. MIENTRAS NO SE DESARROLLE REGLAMENTARIAMENTE LA NORMATIVA ESPECÍFICA AUTONÓMICA EN MATERIA DE PRECIOS MÁXIMOS DE VENTA Y RENTA EN FUNCIÓN DE LA SUPERFICIE ÚTIL TOTAL DE LA VIVIENDA PROTEGIDA, y en materia de límites máximos de ingresos de la unidad de convivencia que permita el acceso a la vivienda protegida, SON APLICABLES LOS PRECIOS MÁXIMOS DE VENTA Y RENTA Y LOS LÍMITES MÁXIMOS DE INGRESOS familiares establecidos en el REAL DECRETO 2066/2008, DE 12 DE DICIEMBRE, por el que se regula el Plan Estatal de Vivienda y Rehabilitación 2009-2012.

2. MIENTRAS NO SE DESARROLLE REGLAMENTARIAMENTE LA NORMATIVA ESPECÍFICA AUTONÓMICA EN MATERIA DE PRECIOS MÁXIMOS DE VENTA Y ALQUILER DE LAS VIVIENDAS PROTEGIDAS, POR ACUERDO DEL CONSEJO DE GOBIERNO SE PUEDE APROBAR LA DECLARACIÓN DE NUEVOS ÁMBITOS TERRITORIALES DE PRECIO MÁXIMO SUPERIOR, o de modificación de los existentes, a propuesta de los ayuntamientos interesados.

[…]

3. Mientras no se desarrolle reglamentariamente la normativa específica autonómica en materia de precios máximos de venta y alquiler de las viviendas protegidas, por acuerdo del Consejo de Gobierno se aprobará anualmente la actualización de los precios máximos de venta y alquiler establecidos en el apartado 1 de esta misma disposición. La referencia de esta actualización respecto a la última aprobación será la evolución del índice de precios de consumo o de los costes efectivos de la construcción, la que sea superior. Esta última se acompañará de un informe técnico que determine y justifique el incremento de precios en base a los costes efectivos de construcción de vivienda protegida en el ámbito de las Illes Balears. El mecanismo de actualización de precios permitirá también su rebaja en el supuesto de que se justifique la reducción.

Por su parte, y en contraste con el régimen exorbitante de potestades y limitaciones vistas, la LEY 3/2024, DE 3 DE MAYO, en sus artículos 2 y 3, define las viviendas de precio limitado (VPL) en los siguientes términos (la cursiva y la versalita son nuestras):

Artículo 2
Concepto y régimen jurídico de vivienda de precio limitado a los efectos de esta ley

1. Las viviendas de precio limitado (VPL) son aquellas con una superficie útil de hasta 90 m², medidos según lo establecido en el Real Decreto 3148/1978, de 10 de noviembre, por el que se desarrolla el Real Decreto Ley 31/1978, de 31 de octubre, sobre política de vivienda, y con un precio máximo unitario por m² OBTENIDO APLICANDO UN COEFICIENTE MULTIPLICADOR AL PRECIO MÁXIMO UNITARIO DE UNA VIVIENDA PROTEGIDA DE RÉGIMEN GENERAL SITUADA EN EL MISMO MUNICIPIO Y CON LA MISMA CALIFICACIÓN ENERGÉTICA. EN LAS VPL TIPO1, EN EDIFICACIONES EXISTENTES QUE NO INCREMENTEN EDIFICABILIDAD, EL COEFICIENTE MULTIPLICADOR SERÁ 1,1; Y EN LAS VPL TIPO2 DE NUEVA PLANTA, YA SEA POR CRECIMIENTO EN ALTURA EN EDIFICACIONES EXISTENTES COMO EN NUEVAS EDIFICACIONES O EDIFICACIONES EN EJECUCIÓN SIN FINALIZAR, EL COEFICIENTE MULTIPLICADOR SERÁ 1,3. Cuando la vivienda VPL creada provenga de una actuación combinada en edificación existente y de aumento de edificabilidad, el coeficiente multiplicador único por toda la vivienda vendrá determinado por el mayor porcentaje sobre el total de la superficie útil resultante de una u otra actuación. Los precios máximos de las VPL se mantendrán en segundas y posteriores transmisiones mientras no se actualicen según el siguiente párrafo, y serán aplicables automáticamente una vez publicada la actualización sin necesidad de resolución administrativa. Anualmente, mediante acuerdo del Consejo de Gobierno, se realizará la actualización de los precios máximos de las viviendas protegidas calculados de acuerdo con la disposición transitoria tercera de la Ley 5/2018, 19 de junio, de la vivienda de las Illes Balears, o cualquier otra disposición que los regule.

2. Las VPL podrán tener un aparcamiento y un trastero vinculado como máximo. Estos elementos deberán estar cubiertos, excepto aquellos aparcamientos que puedan estar al aire libre cuando así lo permita una normativa municipal, en cuyo caso la cubierta podrá estar formada por pérgolas con instalaciones fotovoltaicas u otros sistemas de eficiencia energética. El precio máximo de venta o arrendamiento por m² útil será, como máximo, el 60 % del precio unitario por m² útil de la vivienda a la que se vinculen, sin incluir en ningún caso elementos comunes. La superficie útil máxima computable de la plaza de aparcamiento vinculada no podrá superar los 15 m², sin perjuicio de que su superficie útil real sea mayor. La superficie útil máxima de los trasteros no puede superar ni el 15 % de la superficie útil de la vivienda VPL a la que se vincule ni los 8 m², sin perjuicio de que su superficie útil real sea mayor. Para medir los aparcamientos y los trasteros se utilizará el mismo criterio de medición que para las viviendas.

3. Para la completa efectividad de las medidas previstas en esta ley se hace necesaria la aplicación de las medidas de control de precio del suelo o de la edificación sobre la que se actuó. Este control se ejercerá mediante un límite en el precio de transmisión que irá referenciado al tipo de actuación que se pretenda ejecutar y el mismo será del 10 % del precio del módulo aplicable para actuaciones calificadas con el nuevo precio máximo de venta VPL-2 y del 30 % para actuaciones calificadas con el nuevo precio máximo de venta VPL-1.

4. Estas viviendas podrán destinarse al uso propio, a la venta, al alquiler, al alquiler con opción a compra y a otras modalidades de transmisión de cualquier derecho o cesión de uso admitido en derecho. Estas viviendas no podrán destinarse a la comercialización bajo la modalidad de estancia turística prevista en la legislación turística ni a segunda residencia. Cuando una VPL, así como una vivienda de precio tasado o una vivienda protegida, se destine al alquiler con opción a compra, la limitación para la duración de esta opción no será superior a los dos años y, cuando al finalizar este periodo o previamente por acuerdo de las partes, se ejecute la cláusula de compraventa, se descontará un mínimo del 50 % de las rentas arrendaticias satisfechas del precio que tenga la vivienda en el momento de formalizar el contrato, el cual se mantendrá durante el plazo en que esté vigente el derecho de la opción de compra del contrato de alquiler. Una vez transcurrido este plazo para ejercer este derecho, quedará anulado y se continuará con el régimen de alquiler. Para las mencionadas viviendas no se permitirá el cobro de primas por opción a compra.

5. Las VPL deberán constituir el domicilio habitual y permanente de sus usuarios o beneficiarios, sin que en ningún caso puedan ser comercializadas bajo la modalidad de estancia turística prevista en la legislación turística. Para poder acceder a una vivienda de precio limitado, en cualquiera de las modalidades de acceso a estas viviendas, el beneficiario deberá ser una persona física mayor de edad, residente en las Illes Balears, y no podrá ser titular del pleno dominio o de un derecho real de uso y disfrute sobre más de un 50 % de alguna vivienda libre o sometida a algún régimen de protección, salvo que la vivienda resulte sobrevenidamente inadecuada para las circunstancias personales o familiares u otras circunstancias objetivas debidamente acreditadas.

6. EL CUMPLIMIENTO DE LAS CONDICIONES DE ACCESO SE ACREDITARÁ MEDIANTE LA PRESENTACIÓN DE UNA DECLARACIÓN RESPONSABLE, TANTO EN LA PRIMERA TRANSMISIÓN COMO EN LAS POSTERIORES, DEL BENEFICIARIO ANTE LA CONSEJERÍA COMPETENTE EN LA MATERIA, en el plazo de treinta días desde la formalización del contrato cuando proceda, sin perjuicio de la comprobación por parte de los servicios de inspección competentes en materia de vivienda. La declaración responsable deberá adjuntar la escritura acreditativa de la propiedad o el contrato de alquiler, en la que se hará constar, además del cumplimiento de las condiciones establecidas y el destino como domicilio habitual y permanente de la vivienda, la identidad de las partes intervinientes, la superficie útil, el precio y la modalidad de uso de la vivienda de precio limitado.

7.El plazo durante el cual estas viviendas estarán sujetas a las limitaciones establecidas y mantendrán la condición de vivienda de precio limitado será permanente. Se permiten las transmisiones de propiedad y uso entre vivos en cualquier momento mientras se cumplan las condiciones de acceso exigidas a los beneficiarios. Los cambios en cualquiera de las condiciones de uso, modalidades de acceso, situaciones personales de los beneficiarios u otras circunstancias sobrevenidas que afecten a las limitaciones en la facultad de disposición de estas viviendas deberán comunicarse por escrito a la Dirección General de Vivienda y Arquitectura en el plazo de treinta días desde su efectiva realización. Los titulares o promotores de diez o más viviendas de precio limitado deberán reservar un mínimo del 30 % de las mismas para personas jóvenes de hasta 35 años.

Artículo 3
Creación del Registro autonómico de viviendas de precio limitado

SE CREA EL REGISTRO AUTONÓMICO DE VIVIENDAS DE PRECIO LIMITADO, con la finalidad de que la información que figure en el mismo forme parte de un registro integrado único e informatizado, de carácter administrativo, autonómico y público.

A los efectos de asegurar el correcto cumplimiento de esta ley, los ayuntamientos, cada trimestre, remitirán, a través del trámite telemático que se cree, la relación de solicitudes de licencia y comunicación previa relativas a viviendas de precio limitado que hayan recibido.

A su vez, el mencionado acuerdo del Consejo de Gobierno de 21 de noviembre de 2022 establece los ingresos máximos que permiten acceder a la vivienda protegida, en los siguientes términos:

Primero. Determinar que el nivel de ingresos de 6,5 veces el IPREM.

Segundo. El IPREM de los beneficiarios para acceder a una vivienda protegida se aplicará a partir de la aprobación de este Acuerdo, tanto en primeras como en posteriores transmisiones para las viviendas protegidas calificadas en cualquier régimen.

Y EL ACUERDO DEL CONSEJO DE GOBIERNO DE 20 DE FEBRERO DE 2026 ACTUALIZA LOS PRECIOS MÁXIMOS A LOS EFECTOS DE LO DISPUESTO EN LA DISPOSICIÓN TRANSITORIA TERCERA DE LA LEY 5/2018, DESPRENDIÉNDOSE DE SU ANEXO QUE EL PRECIO DE LAS VPL, TANTO DE TIPO 1 COMO DE TIPO 2 SUPERA LOS PRECIOS DE LAS VPO DE RÉGIMEN GENERAL Y ESPECIAL.

De dicho análisis y contraste entre normativas, se desprende que las VPL, si bien presentan aspectos concordantes con las viviendas protegidas (como superficie y destino vivienda habitual) tienen diferencias muy relevantes como un PRECIO MÁXIMO superior al de la vivienda protegida; tampoco se exigen INGRESOS máximos de los adquirentes, y, asimismo, NO SE EXIGE LA CALIFICACIÓN ADMINISTRATIVA de la vivienda.

En tal sentido, la propia web de la Dirección General de Vivienda y Arquitectura del Gobierno de les Illes Balears, en el apartado de preguntas frecuentes (https://www.caib.es/sites/habitatge_de_preu_limitat/es/faqs/), el punto 3 resume las siguientes similitudes y diferencias entre las VPO y las VPL (la cursiva y la versalita son nuestras):

Tanto las Viviendas de Protección Oficial (VPO) como las Viviendas de Precio Limitado (VPL) deben cumplir el Código Técnico de la Edificación y el resto de normativa básica estatal aplicable a las viviendas.

LA PRINCIPAL DIFERENCIA ENTRE ESTAS VIVIENDAS SE ENCUENTRA EN EL PRECIO, SU RÉGIMEN DE ACCESO Y EL CONTROL ADMINISTRATIVO AL CUAL ESTÁN SOMETIDAS. Las VPL tipo 1 y tipo 2 tienen un precio máximo superior en 1,1 veces y 1,3 veces superior al precio de VPO (BOIB N.º 24 de 21 de febrero de 2026), respectivamente.

Respecto al régimen de acceso, para acceder a una VPO hay que cumplir unos requisitos que no son necesarios para acceder a una VPL, como son que el beneficiario esté inscrito en el Registro público de demandantes de viviendas protegidas y que la unidad familiar no supere unos ingresos máximos ponderados en 6,5 veces el IPREM.

En cuanto al control administrativo, LAS VPO REQUIEREN DE UNA CALIFICACIÓN ADMINISTRATIVA POR PARTE DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE VIVIENDA y Arquitectura y un visado de contratos previo a la transmisión o arrendamiento, mientras que para las VPL es suficiente la a inscripción por parte del promotor de la vivienda en el Registro autonómico de viviendas de precio limitado para su transmisión o arrendamiento. El usuario o beneficiario deberá presentar, una vez inscrita el VPL en el Registro autonómico, la declaración responsable del cumplimiento de requisitos legales para acceder a una VPL. Si el usuario además es el nuevo titular de la VPL, deberá modificar la titularidad de la vivienda en el Registro autonómico. 

Las VPO están sujetas al derecho de adquisición preferente y al derecho de tanteo y retracto a favor de la Administración, mientras que las VPL no tienen este tipo de sujeción.

Las VPO están sujetas unos criterios de criterios de publicidad, promoción y oferta, en el marco de la Ley 5/2018, de 19 de junio, de la vivienda de las Islas Baleares (BOIB 15 de diciembre 2022, n.º 163), mientras que las VPL solo están sujetas a las condiciones de publicidad de la mencionada Ley.

En definitiva, la bonificación autonómica del artículo 19 quinquies del TRIBTCE tiene en cuenta, y, por tanto, considera, para la Comunidad Autónoma de las Illes Balears, el ámbito de aplicación de la exención del artículo 45.I.B).12 del TRLITPAJD, en la medida en que dicha exención no es de aplicación a las viviendas de precio limitado (VPL), a las que se contrae la consulta, puesto que no cumplen los parámetros de precio máximo ni límite de ingresos establecidos en la normativa estatal y/o autonómica para las viviendas protegidas, ni tampoco son calificadas administrativamente como tales, ni provisional ni definitivamente, ni gozan de las limitaciones y potestades de las viviendas protegidas; todo ello sin perjuicio del criterio que al respecto pueda emitir la Dirección General de Tributos, de la Administración General del Estado, A QUIEN COMPETE PRONUNCIARSE SOBRE LA INTERPRETACIÓN DEL ALCANCE DE LA REFERIDA EXENCIÓN.

Conclusión

La bonificación autonómica en la modalidad de actos jurídicos documentados regulada en el artículo 19 quinquies del TRIBTCE, aprobado por el Decreto Legislativo 1/2014, de 6 de junio, es aplicable a la transmisión onerosa de bienes inmuebles calificables como viviendas de precio limitado definidas en el artículo 2 de la Ley 3/2024, pero no a la adquisición onerosa del solar ni a otras operaciones previas relacionadas con su promoción, construcción y/o financiación.

Esta contestación tiene efectos vinculantes para los órganos de la Administración tributaria encargados de la aplicación de los tributos, de acuerdo con lo que dispone el apartado 1 del artículo 89 de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria.
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